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El decreto de pruebas en procesos de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se realiza durante la audiencia inicial, tal como lo hizo el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, y para su práctica las partes tienen el deber de prestar la colaboración necesaria. El dictamen pericial es una prueba procedente en los procesos contencioso administrativos como el que se analiza, en cuanto el juez considere que es necesario para demostrar los hechos materia de controversia y la considere indispensable para el esclarecimiento de la verdad. En el caso bajo análisis, como el juez decretó esa prueba, se entiende que la consideró necesaria para tales efectos y, una vez practicada e incorporada al proceso, le impuso a la parte demandante la carga de hacer comparecer, por lo menos a uno de los peritos, a efecto de la contradicción de la prueba, carga que legalmente le podía ser impuesta, pues uno de los deberes de las partes consiste en prestar la colaboración necesaria para la práctica de las pruebas. El juez de conocimiento concedió la posibilidad de que los peritos comparecieran a la audiencia de pruebas, en la que se realizaría la contradicción del dictamen, a través de los medios tecnológicos existentes para el efecto, caso en el cual, impuso a la parte demandante el deber de informar al juzgado esa circunstancia, con antelación suficiente, a fin de coordinar lo pertinente (…) en sentir de la Subsección, el demandante realizó las gestiones que el Juzgado le encomendó a fin de hacer comparecer al perito a la audiencia de pruebas, pues puso en conocimiento de este, el hecho de la citación y la fecha y hora en que se realizaría la audiencia, además informó que la misma se llevaría a cabo en forma virtual. Ahora bien, la circunstancia de que el perito no hubiera comparecido, no le puede ser atribuible a la parte demandante pues, como se señaló, cumplió con la carga que le fue impuesta al citarlo y dio a conocer, con la antelación debida al Juzgado, el hecho de que la comparecencia se haría en forma virtual y que la Universidad Nacional requería que la coordinación para ese efecto se debía realizar en forma directa entre el despacho judicial y la institución de educación superior. Consecuentes con lo anterior, forzoso es concluir que la no asistencia de los peritos a la audiencia virtual, fue producto de la omisión por parte del Juzgado de coordinar lo necesario para su comparecencia, a lo que se comprometió ese despacho judicial en el auto que incorporó la prueba pericial al proceso. Para la Sala es evidente que el demandante cumplió la carga impuesta, e incluso, cuando informó al Juzgado que la Universidad exigía coordinación directa con el despacho judicial para la asistencia virtual a la audiencia, le informó el número telefónico y el nombre del contacto con quien se debía realizar la gestión tendiente a coordinar lo pertinente. Además, de acuerdo con el principio del derecho según el cual nadie está obligado a lo imposible, a la parte no se le podía exigir que ejerciera poder de coerción alguno sobre el decano de la Universidad Nacional para que coordinara directamente con ella lo relativo a la comparecencia de los expertos que rindieron el dictamen y, por eso, se considera suficiente y adecuada la gestión del abogado en los términos en que la hizo. Con fundamento en lo anterior, si bien la audiencia de pruebas sólo puede ser aplazada excepcionalmente, y cuando a criterio del juez atendiendo la complejidad lo considere necesario, en el caso bajo análisis, por tratarse de un acto de negligencia del mismo juez al desatender la solicitud elevada por la parte demandante para realizar las gestiones dirigidas a coordinar la comparecencia de los peritos, pues el demandante ya había realizado la misión encomendada, se considera que el actuar del despacho judicial vulnera el derecho de defensa de la parte demandante. En este caso, lo que correspondía era el aplazamiento de la audiencia de pruebas, a efecto de que el mismo juzgado realizara las actuaciones necesarias para que los peritos se hicieran presentes en la fecha y hora futura que el despacho fijara para ese efecto y no negarse a dicho aplazamiento, con el único argumento de que se habían realizado aplazamientos previos, pues tal decisión resulta seriamente lesiva para los intereses de la parte a favor de quien se decretó la prueba. Una interpretación contraria y arbitraria como la que realizó el juzgado desconoce el derecho de defensa de la parte demandante, pues la contradicción de la prueba no pudo llevarse a cabo por una causa que no le era atribuible, sino por una cuestión ajena a su voluntad y directamente imputable al juzgado, que se negó a gestionar lo que era de su competencia; situación que dará lugar a una afectación grave al momento de la valoración probatoria, pues habría que prescindir de esa pericia, de modo que la interpretación en ese sentido constituye una afectación claramente perjudicial a los intereses de la parte demandante y ello configura el defecto sustantivo alegado. Las razones anteriores son suficientes para conceder el amparo de tutela respecto del Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, y da lugar a ordenar que se deje sin efectos la decisión que negó el aplazamiento de la audiencia de pruebas y que, en su reemplazo, se fije nueva fecha para dar continuidad a esa audiencia, en la que se permita la contradicción del dictamen pericial con la comparecencia virtual de los peritos, para lo cual el juzgado, directamente, deberá coordinar con la Universidad Nacional lo pertinente para ese efecto.
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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
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SUBSECCION A

Consejero ponente: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
Bogotá, D.C., veintiuno (21) de julio de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 11001-03-15-000-2016-01714-00(AC)
Actor: MITCHELL DAYANA RAMIREZ PUYO
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL QUINDIO
1.
ANTECEDENTES

Mitchell Dayana Ramírez Puyo demanda la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de justicia, presuntamente vulnerados por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Armenia y por el Tribunal Contencioso Administrativo del Quindío, con ocasión de las providencias que negaron la práctica de la audiencia de pruebas vía Web para la participación de los peritos dentro de la audiencia de pruebas y la que rechazó por improcedente el recurso de apelación que interpuso contra esa decisión, proferidos en el proceso de reparación directa con el radicado 63001333300320130004300. 

Los hechos fundamento de la acción de tutela son los siguientes:

Promovió proceso de reparación directa a causa de la muerte de su bebé, cuyo conocimiento fue asignado al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, bajo el radicado número 63001333300320130004300. 

Durante la audiencia inicial se decretó una prueba pericial encaminada a determinar la causa de muerte de la menor, dictamen que fue realizado unos meses más tarde por la Universidad Nacional. 

Incorporado el dictamen pericial al expediente, se citó a los peritos a la audiencia de pruebas; sin embargo, al comunicarse con la Universidad Nacional le informaron que de acuerdo con la agenda de los médicos que suscribieron el dictamen era imposible su traslado a la ciudad de Armenia; no obstante, informaron que podrían participar en la misma vía Web y para tal efecto solicitaron que el juzgado se comunicara con la universidad para coordinar lo necesario. 

Su apoderado arrimó al proceso, la información acerca del teléfono, extensión y nombre de la persona encargada en la Universidad Nacional, a efecto de facilitar la conexión vía Web dentro de la audiencia; sin embargo, el juzgado no se pronunció en torno a esa solicitud. 

No obstante, el día en que se practicó la audiencia de pruebas negó la solicitud de realizar la audiencia vía Web, pues la comparecencia de los peritos hacía parte de la carga de la prueba que correspondía a la parte que solicitó la prueba, motivo por el cual continuó con el proceso y prescindió de la contradicción del dictamen, descartando la prueba. 

Su apoderado interpuso recurso de apelación contra la prueba, pues al impedir la contradicción del dictamen, se dejaba de practicar la prueba. 

El Tribunal Administrativo del Quindío, sin mayor argumentación, rechazó por improcedente el recurso, pero aclarando que le correspondía a la parte que pidió la prueba hacer comparecer a los peritos y que, en ese sentido no se había negado la prueba requerida, decisiones que lesionan sus derechos fundamentales. 
2. OBJETO DE TUTELA

Solicita que en protección de sus derechos, se dejen sin efecto las decisiones cuestionadas y, en su lugar, se ordene la práctica de la prueba pericial, permitiendo su contradicción conforme lo ordena el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, mediante el uso de las herramientas tecnológicas existentes para ese efecto, conforme lo sugirió la Universidad Nacional. 

3. ACTUACIÓN PROCESAL

La acción de tutela fue admitida mediante auto de 20 de junio de 2016 (fl. 7) en el cual se ordenó notificar a los magistrados integrantes del Tribunal Administrativo del Quindío, así como al Juez Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, en condición de demandados. Así mismo se ordenó notificar a los señores Ibseen Joshua Ramírez Puyo, Rocío Dávila Gañan, María Clemencia Gañan y Luz Anadine Ramírez Puyo, en su condición de terceros interesados, por ser parte en el proceso de reparación directa.
El Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia
 en respuesta a la acción de tutela manifestó que en el proceso de reparación directa a que alude la acción de tutela, se celebró audiencia inicial el 6 de noviembre de 2013, en la que se decretó prueba pericial a solicitud de la demandante, a ser practicada por un experto en pediatría del Instituto de Medicina Legal. 

Dijo que la audiencia de pruebas debió ser postergada en varias oportunidades, toda vez que no se había emitido el dictamen pericial, que fue remitido finalmente el 11 de junio de 2015 por el Decano de la facultad de medicina de la Universidad Nacional de Colombia y que habría sido elaborado por médicos especialistas de las Unidades de Urgencias y Cuidado Crítico y Lactantes, adscritos a la universidad. 

Señaló que por auto de 11 de noviembre de 2015 se dispuso incorporar el dictamen dentro del proceso judicial y se impuso en la parte demandante la carga de hacer comparecer a uno de los dos peritos a la audiencia de pruebas y se precisó que su presencia podría ser virtual, siempre y cuando se informara con la antelación suficiente tal circunstancia, a fin de coordinar lo pertinente. 

Informó que el 20 de noviembre de 2015 la demandante puso en conocimiento el requerimiento de la Universidad Nacional encaminado a que la coordinación de la audiencia se hiciera por conducto del despacho judicial; motivo por el cual mediante auto de 30 de noviembre de 2015 se informó que por auto del 11 del mismo mes y año se asignó a la parte el deber procesal de colaborar para la discusión del dictamen probatorio, además, se impuso la carga de sufragar y acreditar el pago de los gastos de la pericia. 
Manifestó que el apoderado de la demandante solicitó reponer la anterior decisión y ordenar que el despacho judicial prestara la ayuda necesaria para la práctica de la prueba pericial, incluyendo la comunicación por vía telefónica con la Universidad, para tal efecto. 

Relató que el 10 de diciembre de 2015 se continuó con la audiencia de pruebas y en ella, el abogado de la demandante insistió en que era necesario que el juzgado coordinara la participación virtual de los peritos e informó que no consignó los gastos de la pericia porque no tenía claridad de la cuenta en la que debía realizar el depósito, pero que no informó previamente ese hecho al despacho judicial, ante la falta de evidencia de la gestión que se hubiera realizado para resolver lo ateniente a las llamadas a la universidad. Frente a lo anterior, el juzgado decidió continuar la audiencia de pruebas pues consideró que la misma ya había sido aplazada en 3 oportunidades y se había impuesto en la parte demandante la carga para hacer comparecer oportunamente a los peritos, lo que no hizo. Contra tal decisión se interpuso recurso de apelación que se rechazó por improcedente mediante providencia de 26 de mayo de 2016 emitida por el Tribunal del Quindío. 
Consideró que la tutela es improcedente, toda vez que las pruebas recaudadas serán valoradas al momento de proferir sentencia, momento en el cual se determinarán las consecuencias por la falta de discusión del dictamen pericial que rindió la Universidad Nacional de Colombia, de modo que no se ha incurrido en defecto sustantivo. Además, la decisión de no aplazar nuevamente la audiencia de pruebas se sustentó en el decurso del proceso y las normas aplicables sobre la materia, máxime cuando el juez en forma recurrente ha reclamado la colaboración de las partes para la práctica de pruebas y diligencias, e impuso en la parte demandante el deber de gestionar la presencia de los peritos durante la audiencia, carga que debió cumplir con responsabilidad a fin de que sus pretensiones salieran avante y, en todo caso, también omitió la carga de consignar la suma necesaria para sufragar los gastos de la pericia.
El Tribunal Administrativo del Quindío
 consideró que no hubo acción alguna de su parte que atente contra los derechos de la demandante.
Aseguró que el trámite procesal y las decisiones adoptadas dentro del proceso de reparación directa en cuestión son el resultado de la interpretación autónoma e independiente que las autoridades judiciales han dado a las fuentes formales del derecho; además, el auto que se pretendió impugnar mediante el recurso de apelación no es susceptible del mismo. 
Para resolver, se

4. CONSIDERA

4.1. Problema Jurídico

Se trata de determinar si el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de Armenia y el Tribunal Administrativo del Quindío vulneraron los derechos fundamentales invocados por la demandante, con ocasión de las decisiones adoptadas por el primer despacho judicial en audiencia celebrada el 10 de diciembre de 2015 y el auto proferido el 26 de mayo de 2016 por el segundo, mediante las cuales se denegó la solicitud de aplazamiento de la audiencia de pruebas y se rechazó por improcedente el recurso de apelación, respectivamente, en el proceso de reparación directa identificado con el número 63001333300320130004300. 

Previamente, a fin de definir si el asunto planteado amerita un estudio de fondo, es menester efectuar un recuento de la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

4.2 Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales

El artículo 86 de la Carta Política establece la posibilidad de instaurar la acción de tutela para reclamar ante los jueces mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuandoquiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública.

Conforme al artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, este mecanismo sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como un instrumento transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable, el cual deberá probarse.
Respecto de la acción de tutela que envuelva el examen de providencias judiciales, ha sido copiosa la jurisprudencia nacional al decir que esta es improcedente cuando el demandante tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o cuando teniéndolo no lo haya utilizado. Por ello es preciso advertir que la acción de tutela no tiene por objeto revivir términos judiciales expirados, ni constituye una instancia más dentro de un proceso ordinario, máxime cuando la persona afectada ha tenido a su disposición los recursos de ley y ha agotado las instancias existentes.

No obstante, la jurisprudencia constitucional ha aceptado su procedencia cuando se evidencie la vulneración o amenaza de derechos fundamentales, bajo ciertos supuestos excepcionales que fueron debidamente recogidos en la sentencia C-590 de 2005, donde se indicó: “La Corporación ha entendido que la tutela sólo puede proceder si se cumplen ciertos y rigurosos requisitos de procedibilidad. Dentro de estos pueden distinguirse unos de carácter general, que habilitan la interposición de la tutela, y otros de carácter específico, que tocan con la procedencia misma del amparo, una vez interpuesto”.

De esta forma y como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela se señalaron los siguientes: (i) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional, (ii) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance, (iii) Que se cumpla el requisito de la inmediatez, (iv) Que cuando se trate de una irregularidad procesal, esta tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna, (v) Que se identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado su vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, (vi) Que no se trate de sentencias de tutela.

Finalmente y respecto de los requisitos o causales especiales de procedibilidad, aquellas que comportan la procedencia misma del amparo constitucional alegado, se señalaron las siguientes: (i) Defecto orgánico
, (ii) Defecto procedimental
, (iii) Defecto fáctico
, (iv) Defecto material o sustantivo
, (v) Error inducido
, (vi) Decisión sin motivación
, (vii) Desconocimiento del precedente
, y (viii) Violación directa de la Constitución.

El Consejo de Estado - Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, a través de la sentencia del 31 de julio de 2012, proceso radicado No. 2009-01328-01, ponencia de la Doctora María Elizabeth García González, acogió la tesis que esta Sección ha venido predicando de tiempo atrás, en lo que atañe a la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales, recogiendo así la posición mayoritaria predicada por otras Secciones de esta Corporación sobre la improcedencia general y, por principio, del referido mecanismo de amparo contra las providencias judiciales.

La Sala dejó sentado lo siguiente: “(…)se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente. En consecuencia, en la parte resolutiva, se declarará la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. (…)”.

En atención a lo expuesto estima la Sala necesario precisar, que la procedencia de la acción de tutela, en estos particulares casos, resulta viable sólo si los alegatos de la demanda se encuentran sustentados en la violación de derechos fundamentales constitucionales relacionados con el debido proceso y el derecho de defensa (art. 29) o con el acceso a la administración de justicia (art. 229), por tratarse precisamente de garantías esenciales de un proceso de tal naturaleza.

4.3  El caso concreto

La señora Mitchell Dayana Ramírez Puyo presentó demanda en ejercicio de la acción de tutela en contra del Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia y del Tribunal Administrativo del Quindío, por considerar que le vulneraron los derechos al debido proceso y el acceso a la administración de justicia, con ocasión de las decisiones proferidas por el primer despacho judicial en audiencia celebrada el 10 de diciembre de 2015 y el auto proferido el 26 de mayo de 2016 por el segundo, mediante las cuales se denegó la solicitud de aplazamiento de la audiencia de pruebas y se rechazó por improcedente el recurso de apelación, respectivamente, en el proceso de reparación directa identificado con el número 63001333300320130004300. 

Frente al cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad en el caso concreto, se tiene, que la cuestión que se discute tiene relevancia constitucional, pues recae sobre la presunta violación a derechos fundamentales como el debido proceso y el acceso a la administración de justicia; se agotaron los medios ordinarios de defensa judicial existentes en sede judicial
; la tutela se interpuso dentro de un término razonable, dado que las providencias objeto de tutela datan del 10 de diciembre de 2015 y 26 de mayo de 2016, por lo que se cumple con el requisito de inmediatez de conformidad con los parámetros fijados por la Sala Plena de esta Corporación
; y dentro del escrito de tutela se expresaron de manera clara los hechos y argumentos que llevan a atacar por esta vía la providencia judicial emitida por el Tribunal Administrativo de Córdoba.

Al observarse entonces que en el presente caso se constata el cumplimiento de los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, la Sala entrará a hacer un estudio del caso a efecto de determinar la viabilidad del amparo deprecado de acuerdo con la causal especial alegada.

4.3.1 Defecto Sustantivo 

Lo hace consistir en la negligencia del operador judicial a practicar una prueba pericial, a pesar del esfuerzo que conllevó por parte de la Universidad Nacional la realización del dictamen, dada la negativa caprichosa que impidió que la audiencia de pruebas se desarrollara vía web, lo que afecta gravemente su derecho de defensa.
Así mismo, estima vulnerado el principio de la doble instancia, al rechazar por improcedente el recurso de apelación interpuesto contra la decisión que negó la práctica de la prueba. 

Análisis del cargo: 

En torno a la configuración del defecto sustantivo, la Corte Constitucional ha considerado que se produce en los siguientes eventos:
“Conforme a la jurisprudencia constitucional, una providencia judicial incurre en defecto sustantivo cuando su motivación contradice, de manera manifiesta, el régimen jurídico que debe aplicar. Esto sucede cuando: (i) se decide con base en normas inexistentes, inconstitucionales o que son claramente inaplicables al caso concreto[99]; (ii) existe una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión[100]; (iii) pese al amplio margen interpretativo que la Constitución reconoce a las autoridades judiciales, la aplicación final de la regla es inaceptable por tratarse de una interpretación contraevidente (interpretación contra legem) o claramente perjudicial para los intereses legítimos de una de las partes (irrazonable o desproporcionada).[101]”
 (Se resalta). 
En el proceso de reparación directa con radicado 63001-33-33-003-2013-0043, tramitado por el Juzgado Tercero Administrativo de Armenia, se surtieron las siguientes actuaciones: 

· La señora Mitchell Dayana Ramírez y otros, formularon demanda de reparación directa en contra de la ESE Hospital Departamental Universitario San Juan de Dios, con ocasión de la muerte de su hija recién nacida Sofi Antonella Ramírez Puyo
. 

· El 6 de noviembre de 2013 se abrió la audiencia inicial y en ella se decretó, entre otras, la prueba pericial solicitada por la señora Ramírez a fin de que se absolvieran los interrogantes allí descritos
.  

· Mediante memorial radicado el 18 de febrero de 2014, el apoderado de la accionante solicitó decretar que el dictamen pericial fuera rendido por la Universidad Nacional de Colombia, por ser una institución que cuenta con la capacidad científica y credibilidad suficiente para garantizar la eficacia de la prueba
, solicitud que fue acogida por el Juzgado 3 Administrativo del Circuito de Armenia, por auto de 27 de febrero de 2014
. 

· A través del auto de 6 de marzo de 2014 se fijó fecha para continuar la audiencia de pruebas el 29 de mayo del mismo año; sin embargo, no se pudo realizar en esa fecha y fue necesario cambiarla para el 28 del mismo mes y año
, fecha en la que se practicó, pero fue suspendida al no haberse rendido el dictamen pericial solicitado
, reanudada el 16 de julio de 2014 y nuevamente suspendida
 ante la falta de rendición del aludido dictamen. 
· Finalmente, tras varios requerimientos a la Universidad Nacional para que rindiera el dictamen pericial que corresponde, mediante oficio de 11 de junio de 2015 la institución universitaria allegó el experticio y fue incorporado al proceso mediante auto de 11 de noviembre de 2015, en el cual se ordenó ponerlo a disposición de las partes para lo pertinente
. Asimismo, se dispuso: 
“CITAR a la audiencia de pruebas a uno de los dos auxiliares de la justicia que elaboraron el dictamen (profesores JAVIER ALFONSO GODOY CORDOBES o JUAN CARLOS BUSTOS ACOSTA), para que expresen la razón y las conclusiones de su dictamen, así como la información que dio lugar al mismo y el origen de su conocimiento, se pronuncien sobre las solicitudes de adición o aclaración verbales al dictamen y, si es del caso, las objeciones, conforme lo preceptúa el numeral 3 del artículo 220 del CPACA. El perito tendrá la facultad de consultar documentos, notas escritas y publicaciones. Se asigna al apoderado judicial de la Parte Demandante el deber de convocar al perito. La presencia del perito podrá ser virtual, en cuyo caso así deberá informarlo el apoderado con antelación suficiente para coordinar lo necesario.”

De igual manera se fijó fecha para la reanudación de la audiencia el 10 de diciembre de 2015.  

· A través del memorial radicado el 20 de noviembre de 2015 -9 días después de proferido el auto anterior y 20 días antes de celebrarse la continuación de la audiencia de pruebas- el apoderado de la demandante le informó al Juzgado lo siguiente: 
“…una vez realizada la comunicación con la Universidad Nacional de Colombia en aras de la facilitación de la práctica y contradicción del dictamen pericial por vía sky o teleconferencia a realizarse el próximo 10 de diciembre, en dicho centro universitario se informó que el Despacho debe enviar un oficio dirigido al Señor Decano de la facultad de Medicina de dicha institución – Dr. Ariel Iván Ruiz Parra-, informando el número de teléfono necesario para que pueda llevarse a cabo la participación del perito.  

Me permito informar al Despacho que el número de contacto con la Facultad de Medicina para cualquier información adicional es el 0313165000 ext. 15136 (preguntar por Esperanza). 

Finalmente, me permito aportar copia de oficio enviado al Señor Decano de la facultad de Medicina arriba aludido en donde se le informa de la decisión del Juzgado de citar a los peritos para que comparezcan el 10 de diciembre. 

Por lo anterior, respetuosamente le ruego a la Sra. Juez disponer que por Secretaría se libre el oficio correspondiente y se haga la respectiva comunicación con la Universidad Nacional, pues reitero que se nos informó por parte de la U. Nacional, que dicho contacto debe realizarse directamente entre Decanatura y el Despacho”. 

· Mediante auto de 30 de noviembre de 2015
 el juzgado se abstuvo de pronunciarse en torno a la anterior solicitud, dado que en la providencia del 11 de noviembre de 2015 le asignó a la demandante la carga de convocar al perito, sin que se hubiera interpuesto recurso alguno contra esa decisión. 

· La audiencia de pruebas se continuó y finalizó el 10 de diciembre de 2015 y respectó a la prueba pericial se determinó: 
“Ahora bien, el apoderado de la parte demandante no solicitó oportunamente realizar la audiencia con apoyo de herramientas tecnológicas y de forma virtual, en tal virtud, esta Judicatura procederá a realizar la audiencia de pruebas previa verificación de la presencia física de los peritos. 

Se solicita se identifique a los peritos de encontrarse presentes y se deja constancia de su inasistencia.” 

· La parte demandante manifestó que puso en conocimiento del Juzgado el hecho de que los peritos no se podían desplazar a realizar la audiencia y que por ello era necesario que comparecieran mediante audiencia virtual y por ello solicitó que se realizara el contacto directo entre la Universidad y el Juzgado, dada la solicitud que en tal sentido hizo la universidad; además, afirmó haber interpuesto recurso de reposición contra la decisión que se abstuvo de pronunciarse en relación con la solicitud que hizo sobre ese particular. 
· El juzgado requirió a la parte para que allegara la constancia de consignación de los gastos de la pericia, pero la parte alegó que no tenía clara la información para realizar el pago. 
· El juzgado consideró improcedente la solicitud de aplazamiento de la audiencia, pues fue suspendida en 3 ocasiones a causa del recaudo de la prueba pericial y si la parte no logró la presencia del perito a efecto de la discusión del dictamen a pesar de que fue una carga que se le impuso en providencia anterior, ello no es razón suficiente para un nuevo aplazamiento, máxime cuando de conformidad con el artículo 181 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo solo se puede suspender en forma excepcional.  
· Contra esa decisión, la parte demandante interpuso recurso de apelación que fue resuelto el 26 de mayo de 2016 por el Tribunal Administrativo del Quindío, que lo rechazó por improcedente. 
El artículo 181 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que sirvió de sustento para que el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia negara la solicitud de aplazamiento formulada por la demandante, es del siguiente tenor literal: 

“Artículo 181.- En la fecha y hora señaladas para el efecto y con la dirección del Juez o Magistrado Ponente, se reanudarán todas las pruebas oportunamente solicitadas y decretadas. La audiencia se realizará sin interrupción durante los días consecutivos que sean necesarios, sin que la duración de esta pueda exceder de quince (15) días. 

Las pruebas se practicarán en la misma audiencia, la cual excepcionalmente se podrá suspender en los siguientes casos: 

1. En el evento de que sea necesario dar traslado de la prueba, de su objeción o de su tacha, por el término fijado por la ley. 

2. A criterio del juez y cuando atendiendo la complejidad lo considere necesario…”· 

Ahora bien, las normas que en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo rigen en materia de decreto y práctica de pruebas, en especial, del dictamen pericial, consagran: 
“Artículo 180.- Vencido el término de traslado de la demanda o de la de reconvención según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, convocará a una audiencia que se sujetará a las siguientes reglas: 

(…)

10. Decreto de pruebas. Solo se decretarán las pruebas pedidas por las partes y los terceros, siempre y cuando sean necesarias para demostrar los hechos sobre los cuales exista disconformidad, en tanto no esté prohibida su demostración por confesión o las de oficio que el Juez o Magistrado Ponente considere indispensables para el esclarecimiento de la verdad. 

En todo caso, el juez, antes de finalizar la audiencia, fijará fecha y hora para la audiencia de pruebas, las cual se llevará a cabo dentro de los cuarenta (40) días siguientes.”

Artículo 218.- La prueba pericial se regirá por las normas del Código de Procedimiento Civil, salvo en lo que de manera expresa disponga este Código sobre la materia.”

“Artículo 220.- Para la contradicción del dictamen se procederá así: 
1. En la audiencia inicial se formularán las objeciones al dictamen y se solicitarán las aclaraciones y adiciones, que deberán tener relación directa con la cuestión materia del dictamen. La objeción podrá sustentarse con otro dictamen pericial de parte o solicitando la práctica de un nuevo dictamen, caso en el cual la designación del perito se hará en el auto que abra a prueba el proceso. También podrá sustentarse solicitando la declaración de testigos técnicos que, habiendo tenido participación en los hechos materia del proceso, tengan conocimientos profesionales o especializados en la materia. 

2. Durante la audiencia de pruebas se discutirán los dictámenes periciales, para lo cual se llamará a los peritos, con el fin de que expresen la razón y las conclusiones de su dictamen, así como la información que dio lugar al mismo y el origen de su conocimiento. Los peritos tendrán la facultad de consultar documentos, notas escritas y publicaciones y se pronunciarán sobre las peticiones de aclaración y adición, así como la objeción formulada en contra de su dictamen. Si es necesario, se dará lectura de los dictámenes periciales. 

Al finalizar su relato, se permitirá que las partes formulen preguntas a los peritos, relacionadas exclusivamente con su dictamen, quienes las responderán en ese mismo acto. El juez rechazará las preguntas capciosas, sugestivas o impertinentes. Luego el juez podrá interrogarlos.” (Se resalta). 
“Artículo 222.- De oficio o a petición de parte, el juez podrá, previa ponderación de la complejidad del dictamen, ampliar el término del traslado del mismo o de las aclaraciones o complementaciones, sin que en ningún caso el término para la contradicción sea superior a diez (10) días.”  

Es decir, la norma especial prevé lo relativo a la contradicción del dictamen pericial y el término de ampliación para que sea rendido o para las aclaraciones o complementaciones a que haya lugar, en lo demás, hace remisión expresa a lo que, sobre el particular, consagre el estatuto procesal civil. Al respecto, el Código General del Proceso establece: 
“Artículo 78.- Deberes de las partes y de sus apoderados. Son deberes de las partes y sus apoderados: 
(…)

8. Prestar al juez su colaboración para la práctica de pruebas y diligencias.”

“Artículo 228.- Contradicción del dictamen. La parte contra la cual se aduzca un dictamen pericial podrá solicitar la comparecencia del perito a la audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones. Estas deberán realizarse dentro del término de traslado del escrito con el cual haya sido aportado o, en su defecto, dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que lo ponga en conocimiento. En virtud de la anterior solicitud, o si el juez lo considera necesario, citará al perito ala respectiva audiencia, en la cual el juez y las partes podrán interrogarlo bajo juramento acerca de su idoneidad e imparcialidad y sobre el contenido del dictamen. La contraparte de quien haya aportado el dictamen podrá formular preguntas asertivas e insinuantes. Las partes tendrán derecho, si lo consideran necesario, a interrogar nuevamente al perito, en el orden establecido para el testimonio. Si el perito citado no asiste a la audiencia, el dictamen no tendrá valor. 
Si se excusa al perito, antes de su intervención en la audiencia, por fuerza mayor o caso fortuito, el juez reanudará las demás pruebas y suspenderá la audiencia para continuarla en nueva fecha y hora que señalará antes de cerrarla, en la cual se interrogará al experto y se surtirán las etapas del proceso pendientes. El perito sólo podrá excusarse una vez.” (Negrilla fuera de texto).

“Artículo 233.- Deber de colaboración de las partes. Las partes tienen el deber de colaborar con el perito, de facilitarle los datos, las cosas y el acceso a los lugares necesarios para el desempeño de su cargo; si alguno no lo hiciere, se hará constar así en el dictamen y el juez apreciará tal conducta como indicio en su contra. 
Si alguna de las partes impide la práctica del dictamen, se presumirán ciertos los hechos susceptibles de confesión que la otra parte pretenda demostrar con el dictamen y se le impondrá multa de cinco (5) a diez (10) salarios mínimos mensuales.” (Resalta la Sala). 

El análisis del caso concreto a la luz de la normatividad en cita, permite concluir lo siguiente: 

El decreto de pruebas en procesos de conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, se realiza durante la audiencia inicial, tal como lo hizo el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, y para su práctica las partes tienen el deber de prestar la colaboración necesaria.
El dictamen pericial es una prueba procedente en los procesos contencioso administrativos como el que se analiza, en cuanto el juez considere que es necesario para demostrar los hechos materia de controversia y la considere indispensable para el esclarecimiento de la verdad. En el caso bajo análisis, como el juez decretó esa prueba, se entiende que la consideró necesaria para tales efectos y, una vez practicada e incorporada al proceso, le impuso a la parte demandante la carga de hacer comparecer, por lo menos a uno de los peritos, a efecto de la contradicción de la prueba, carga que legalmente le podía ser impuesta, pues uno de los deberes de las partes consiste en prestar la colaboración necesaria para la práctica de las pruebas. 

El juez de conocimiento concedió la posibilidad de que los peritos comparecieran a la audiencia de pruebas, en la que se realizaría la contradicción del dictamen, a través de los medios tecnológicos existentes para el efecto, caso en el cual, impuso a la parte demandante el deber de informar al juzgado esa circunstancia, con antelación suficiente, a fin de coordinar lo pertinente. 
La determinación del juzgado en ese sentido, emitida el 11 de noviembre de 2015, fue la siguiente: 

“Se asigna al apoderado judicial de la Parte Demandante el deber de convocar al perito. La presencia del perito podrá ser virtual, en cuyo caso así deberá informarlo el apoderado con antelación suficiente para coordinar lo necesario”. 

En acatamiento a tal determinación, el apoderado de la parte demandante arrimó al proceso el oficio remitido a la Universidad Nacional el 20 de noviembre de 2015, es decir, 9 días después de la orden impartida por el juzgado, en la que informó al decano de la Universidad de Medicina de esa institución educativa, que el juzgado aludido ordenó la comparecencia por medios electrónicos de cualquiera de los doctores Javier Alfonso Godoy Cordobés o Juan Carlos Bustos Acosta -quienes rindieron el dictamen pericial- para el 10 de diciembre de ese mismo año, a las 9:00 am, fecha y hora programadas por el despacho judicial para la continuación de la audiencia de pruebas.
No obstante, ante tal solicitud, la Universidad Nacional le informó al demandante que requería que la coordinación para la participación del perito en esa audiencia se hiciera directamente entre el despacho judicial y la Universidad; así lo informó el apoderado de la demandante al Juzgado Tercero Administrativo de Armenia, mediante oficio radicado el mismo 20 de noviembre de 2015, es decir, con 20 días de antelación a la celebración de la audiencia. 
Así las cosas, en sentir de la Subsección, el demandante realizó las gestiones que el Juzgado le encomendó a fin de hacer comparecer al perito a la audiencia de pruebas, pues puso en conocimiento de este, el hecho de la citación y la fecha y hora en que se realizaría la audiencia, además informó que la misma se llevaría a cabo en forma virtual. Ahora bien, la circunstancia de que el perito no hubiera comparecido, no le puede ser atribuible a la parte demandante pues, como se señaló, cumplió con la carga que le fue impuesta al citarlo y dio a conocer, con la antelación debida al Juzgado, el hecho de que la comparecencia se haría en forma virtual y que la Universidad Nacional requería que la coordinación para ese efecto se debía realizar en forma directa entre el despacho judicial y la institución de educación superior. 

Consecuentes con lo anterior, forzoso es concluir que la no asistencia de los peritos a la audiencia virtual, fue producto de la omisión por parte del Juzgado de “coordinar lo necesario” para su comparecencia, a lo que se comprometió ese despacho judicial en el auto que incorporó la prueba pericial al proceso. 

Para la Sala es evidente que el demandante cumplió la carga impuesta, e incluso, cuando informó al Juzgado que la Universidad exigía coordinación directa con el despacho judicial para la asistencia virtual a la audiencia, le informó el número telefónico y el nombre del contacto con quien se debía realizar la gestión tendiente a coordinar lo pertinente. 
Además, de acuerdo con el principio del derecho según el cual “nadie está obligado a lo imposible”, a la parte no se le podía exigir que ejerciera poder de coerción alguno sobre el decano de la Universidad Nacional para que coordinara directamente con ella lo relativo a la comparecencia de los expertos que rindieron el dictamen y, por eso, se considera suficiente y adecuada la gestión del abogado en los términos en que la hizo. 
Con fundamento en lo anterior, si bien la audiencia de pruebas sólo puede ser aplazada excepcionalmente, y cuando “a criterio del juez” atendiendo la complejidad lo considere necesario, en el caso bajo análisis, por tratarse de un acto de negligencia del mismo juez al desatender la solicitud elevada por la parte demandante para realizar las gestiones dirigidas a coordinar la comparecencia de los peritos, pues el demandante ya había realizado la misión encomendada, se considera que el actuar del despacho judicial vulnera el derecho de defensa de la parte demandante. 

En este caso, lo que correspondía era el aplazamiento de la audiencia de pruebas, a efecto de que el mismo juzgado realizara las actuaciones necesarias para que los peritos se hicieran presentes en la fecha y hora futura que el despacho fijara para ese efecto y no negarse a dicho aplazamiento, con el único argumento de que se habían realizado aplazamientos previos, pues tal decisión resulta seriamente lesiva para los intereses de la parte a favor de quien se decretó la prueba. 
Una interpretación contraria y arbitraria como la que realizó el juzgado desconoce el derecho de defensa de la parte demandante, pues la contradicción de la prueba no pudo llevarse a cabo por una causa que no le era atribuible, sino por una cuestión ajena a su voluntad y directamente imputable al juzgado, que se negó a gestionar lo que era de su competencia; situación que dará lugar a una afectación grave al momento de la valoración probatoria, pues habría que prescindir de esa pericia, de modo que la interpretación en ese sentido constituye una afectación claramente perjudicial a los intereses de la parte demandante y ello configura el defecto fáctico alegado.
Las razones anteriores son suficientes para conceder el amparo de tutela respecto del Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, y da lugar a ordenar que se deje sin efectos la decisión que negó el aplazamiento de la audiencia de pruebas y que, en su reemplazo, se fije nueva fecha para dar continuidad a esa audiencia, en la que se permita la contradicción del dictamen pericial con la comparecencia virtual de los peritos, para lo cual el juzgado, directamente, deberá coordinar con la Universidad Nacional lo pertinente para ese efecto. 
Finalmente, en torno al Tribunal Administrativo del Quindío, la Sala considera que no vulneró derecho alguno a la demandante, pues al rechazar por improcedente el recurso de apelación interpuesto contra el auto que negó el aplazamiento de la audiencia de pruebas, lo que hizo fue dar correcta aplicación a lo previsto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, según el cual ese recurso no procede contra esa clase de providencias. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

5. FALLA

AMPÁRANSE los derechos al debido proceso y el acceso efectivo a la administración de justicia de la señora Mitchell Dayana Ramírez Puyo, vulnerados por el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia.
En consecuencia se dispone: 

Primero.- Déjase sin efectos el auto proferido en la audiencia celebrada el 10 de diciembre de 2015, en el proceso de reparación directa con radicado 630013333000320130004300, mediante el cual se negó el aplazamiento de la audiencia de pruebas.

Segundo.- Ordénase al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Armenia, emitir providencia de reemplazo en la que se acepte el aplazamiento de la audiencia de pruebas en el proceso a que alude el numeral anterior, y se fije fecha y hora para continuar la misma, con la comparecencia virtual de los peritos de la Universidad Nacional que rindieron dictamen en esa actuación judicial. Para tal efecto, el juzgado deberá realizar las gestiones tendientes a coordinar con la Universidad Nacional, la comparecencia de los peritos. 
Tercero.- Deniégase el amparo de los derechos fundamentales invocados, respecto del Tribunal Administrativo del Quindío, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 
Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha. 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ                  GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ

LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO
� Folios 14 y 15. 


� Folios 28 y 29.


� Se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.


� se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.


� Surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.


� Como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.


� Se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.


� implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.


� Hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.


� Contra el auto que negó el aplazamiento de la audiencia de pruebas a fin de hacer comparecer a los peritos para que se pronuncien en torno a la adición o aclaración verbal del dictamen pericial incorporado al expediente o demás cuestiones relativas al mismo, se interpuso recurso de apelación, a pesar de ser rechazado por improcedente.


� La Sala Plena de esta Corporación mediante sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014, con ponencia del consejero Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, proferida dentro del expediente radicado No. 11001-03-15-000-2012-0220-01 (IJ), señaló que dependiendo de los intereses en discusión y del derecho invocado, es razonable la interposición de la acción de tutela contra providencia judicial dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de la decisión controvertida.


� Sentencia T-283/13 Magistrado Ponente José Ignacio Pretelt Chaljub. 


� Folios 1 a 27 del anexo. 


� Según acta que obra de folios 284 a 288 del anexo. 


� Folio 307 del anexo. 


� Folios 308 y 309 del anexo. 


� Como da cuenta el auto de 22 de mayo de 2014, folio 323 del anexo.


� Folios 334 y 335 del anexo.


� Folios 337 y 338 del anexo. 


� Folios 383 y 384 del anexo. 


� Folio 398.





